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2.' Anular la lICIuIciÓD nuoterial o formal de rqulación, convocato­
ria e intcrvonci6n que, en .u caso, haya.verificado el Gobierno Vasco u
01nlI cltpnos de dloba Comunidad Aulónonuo en las elecciones .indlca­
les de sus tbnciooarios pIlblicos que se iban a oolebrar el dIa 9 de febroro
de 1984.

Publlquoso esta Sentencia en el «IloIOlín Oficial del Estado».

16006 PI_. Rtcuno d. incolUtitucionalidad número 255/1984.
Sentencia número 103/1988, Ik 24 d. mayo.

E! Plono do! Tribunal Constitucional, comJ>ueat<l por don Francisco
TOIIIÚ y VaIion1e, Presidonle; doila Gloria Be¡ué Canlón, don Angel
Latorro Seaura. don Francisco Rubio Uom>1e, don Lui. Diez-Picaza y
Ponoo de León. don Fernando García-Mon y Go1124lez·Roguoral, don
Carlos de la Vop Bonayas, don E\IIOI1io Dla2 Eimil, don Miguel
Rodri¡uez-Piñero y Bravo-Forror, don Jesús Loguina Villa Y don Luis
Lópoz Guerra, Mqi.trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la si¡uionte

SENTENCIA
En el recurso de inconstitucionalidad núm. 2SS11984, interpuesto

por 01 Presidente do! Gobierno, representado por el Abopdo del Estado,
conlra la Ley do! Parlamento de Andalucla 3/1984, de 9 de enero, de
An:hivos, en .us arta. 2, apartados f) y g), 3, apartados a) y d), 4,
apartados a), c) y d), S Y 6. Han comparecido el Parlamento de
Andalucla, representado por .u Presidente, y el Consejo do Gobierno de
la Junta do AndaIucia, representada por el AbOgado don Joaquín
Jadraque Sinchez. Ha sido Ponente el Mqi.trado don JosÚ. Loguina
Villa, quien expresa el parocor del Tribunal

L ANTECEDENTES

1. En rqnoaontaeión dol Presidente del Gobierno, el Abopdo dol
Estado interpone, con fecha 9 de abril de 1984, recurso de inconstitucio­
naIidad contra la Ley dol Parlamento do Andalucla 3/1984, de 9 de
enero, de Archivos, puhlicadac en el «Ilolotin Oficial de la Junta do
Andalucfa» nÚDl. 4, de ID do enero de 1984, en.us arto, 2, apartado. f)
y &1,3, apartados a) y d), 4, apartados a), c) y d), S Y6, asi como lo. que
con 6stos guardeil una relación de conexión o consecuencia. Suplica se
dicte Sentencia por la que se declaro la nulidad por inconstitucionalidad
do 101~ rosoñados, e invoca el art. 161.2 de la Constitución a
olOctos de la suspensión de dichos preceptos,

2. El Abopdo del Estado soila1a que lo. PteCOPtos impugnado.
pueden clasific&rso en dos ¡ropas: Do una parte, lo. que se refieren a
archivos de titularidad estatal (art. 3, letras a) y d)], y, de otra, lo. que
le~ a otros archivos de titularidad DO auton6mica, que dependen
de Entidades de ámbito territorial .u¡>erior a la Comunidad Aulónonuo
(arta. 2, 4, S Y 6). En cuanto a los pnmoros, la Comunidad Autónonuo
cuece de competencla para~ los archivos de titularidad estatal;
_ a los segundos, caroco i¡ualmente de competencia para rogular
archivos que pertenezcan a Entidades de ámbito territorial .uperior a! do
la Comunidad AUlónonuo de Andalucla.

La Ley impugnada, en su en. 31 ,viene a incluir en el patrimonio
docwilontal andaluz archivos de ntularidad estatal. Y lo. restantes
~. impugnados _ redactado. do tal forma que incluyen
objetivamente Entidades de ámbito territorial superior a! do la Comuni­
dad Aulón,,- 111 no hacer la Ley aalvodad ... en tal sentido,
iDcurriendo, por tanto, desde el punto de vista, en lnconstitucionalidad.
El Abupdo del Estado seila1a que no se impugnan talos PteCOPtos por
01 simple dato formal de que la LeY incluya archivo. y documento. en

, el «Patrimonio documental andaluz», sino porque tal inclusión com­
porta una roau1ación sustancial do lo. archivos alIi incluido., rogulación
que resulta do los nuondatos contenido. en los arto, 8, 14, IS, 16, 18, 19,
20, 24.2, 2S, 26, 27, 34, 39, 40, 41 Y43 a 47. So deriva de aqui la sran
relevanciajuridica que tiene la integración en el patrimonio documental
andaluz: El recurso no se dirige contra esa regulación, sino contra la
extonaión de la misma a archivos y documentos que quedan fuera do la
competencia de la Comunidad·Autónoma de Andalucía.

En el caso de los archivos, existe una distribución nítida de
competencias entre Estado y Comunidad Autónoma. que resulta de la
Constitución y del Estatuto do Autonomía. El art. 149.1.28 de la
Constitución considera de la competencia exclusiva del Estado los
omuseos, btbliotecas y archivos de titularidad estatal, sin poIjuicio do .u
gestión por parto de las Comunidade. Aulónom""". El art. 13.28 dol
Estatuto de Andalucía atribuye a la Comunidad, como competencia
exclusiva, los «archivos, museos, bibliotecas y demás colecciones de
naturaleza análop que no sean de titularidad estata1», mientras que el
art. 17.4 le encomienda asimismo la ejecución de la legislación del
Estado en materia de museos, archivos. bibliotecas y otras colecciones
do naturaleza análop de titularidad estatal. Todo ello ha do con.iderarse
en roIación con el art. 41.1 del E.tatuto, que precisa que toda. las
com~Dcias atribuidas a la Comunidad Autónoma se entienden
referidas a! ámbito territorial andaluz. .
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'Dada en Madrid, a ocho de junio de mil novecientos _ Y
ocho.-Finnado: Fancilco TOIIIÚ y VaIionte, Gloria Be¡ué ~lón,
An&o1 Latorro Seaura. Francisco Rubio Uom>1e, Luis Dioz-Picaza y
Panco do León, FOI1IllÍldo García-Mon r Go1124Ioz-RoauonJ, Carlos de
la Vop Bonayas, E\IIOI1io Dla2 EimiJ, Mipol RodrI¡uoz.PiiIeto y Bravo­
Forror, Josó. Loguina Villa, Luis Lópoz Guerra.

Do todo ollo concluyo el Abopdo do! Estado la necesidad de que sea
01 Estado quien. defina qué establecimiento. son de in_ pora la
Comunidad Aulónoma, asi como la necosid.d de que la 8OSIi6n de los
de titularidad estatal se entrque formalmente a lu Comunidades
AulónolltlS, pudiendo modulanlo mediante ll:UOIdo o convenio con
motivo de esa entrep. Además, la competencia en materia de archivos
se extiende. con idmltic:u realas. a los documentos, ya que 4!stos
constituyen virtualmente partode los mismos y 50 lO(IlI1an en la Ley de
Andalucla en tbnción de su roIación con 101 archivos, FInalmente, la
gestión dobo entenderse incardinada en las colnpotenclaa de lliocución,
~ por su propia naturaleza a la actividad normativa.

La Ley en cuestión no deja dudas sobro su objeto, que tiene una
contemplación expresa y litoral en el cuadro constitucional y estatutario
do ...... compotencialos, sin que quepa hablar de entrocuzaJnionto con
otras nuoterias, Como consecuencia, el art. 3, en .us apartados a) y d),
incurro en violación del art. 149.1.28 de la Constitución y do! art. 13.28
dol Estatuto de Autonomia de Andalucla, lo que tambiml puede
aIinnono, en cuanto afecte a! Estado, do! art. 2, apartado al. ya que estos
preceptos iotearan en el patrimonio documental andafu archivos y
documentos do titularidad estatal, extendiendo a los mismo. la regula.
ción sustantiva de la Ley y lliorcitando por tanto una compotencla
legislativa en una materia en que sólo existen competencias de ejecu­
ción.

En lo que concierne a lo. demás j)/OCOptos impugnados, el Abopdo
do! Estado entiende que~n el art. 41.1 do! Estatuto y el art. 137
do la Constitución por inclUIr objetivamente Entidades de ámbito
territorial .uperior a! de la Comunidad Aulónoma, a! no hacer aalvodad
alguna sobro su ámbito territorial de aplicación; ta10s _ tienen
objetivamente alcance extraterritorial, atemplear el punto de conexión
del domicilio. Mantiene el Abupdo do1 Estado que debo entenderso que
la competencia para establecer. los puntos de conexión corresponde al
Estado, titular de la com~ncla sobro la competencia, no pudiendo
corresponder a la Comumdad Autónoma. Y, en lOIUDdo I~, la rq¡la
general do ámbito territorial debo sor de aplicación a los archivos cuando
rocai¡a plenamente sobro las Entidades titularos de 101 mismos, La
rqulación do! archivo .upone una regulación porcW do! Ente titular,
que se encuentra sustrafdo a la competencia autonómica cuando IU '
ámbito territorial sea .uperior a! de la Comunidad Aulónoma, como
consocuoncla del criterio de la territorialidad, porámotro gonoral de la
distribución de competencias y que resulta diroctamonte do! art. 137 de
la Constitución.

j. Por providoncla de 11 de abril do 1984, la Socci6n So¡unda do!
Tribuna! Constitucional acordó admitir. trámite el recurso do inconsti­
tucionalidad y dar traslado de la donuonda y documentos proaontadoa 111
Coogroso do los Diputado. y a! Sonado, asi como a la Junta r a!
Parlamento de Andalucía, a! objeto de que en 0Il:" común do qwnco
dial pudieran personarse en el procodimiento y uIar las aJeaacionoa
que estimaron oportunas. Acordó i&Ualmente comunicar a 101 Pioaidon·
tes do la Junta Y Parlamento de Andalucla la suspensión de la vi¡encio
y aplicación do lo. procopto. impugnados y publicar la incooción do!
recurso y la SUS~ÓDmencionada en el «Ilolotin Oficial do! EstadO»
y «1lolotin Oficial de la Junta de Andalucfa». .

4. El Presidente dol Sonado, con focha 26 de abril de 1984, ruop
se tenga por ¡>OISOnada a la Cámara en el procedimiento yJlOI0._
.u colabotllClón a los efectos del art. 88.1 de la Ley 0tJjnil:a do!
Tribunal Constitucional. El 2 de nuoyo do! mismo do, el Proaidonto do!
Consroso de los Diputados manifiesta a! Tribunal Constitucional que la
Cámara bonI uso en el recurso de que se trata do sus facultades de
personación.

S. El Presidente del Parlamento do Andalucía, por escrito de 3 de
nuoyo do 1984, se persona en el procodimiento consutucional y formula
aiopcionos rospocto a! recurso planteado, que esenciaJmente son do!
tenor que sigue:

El arsumento fundamental del rocuno radica en que, a tenor de los
articulo. impugnados, la Comunidad Andaluza intentarla asumir com­
petencias sobro archivos do titularidad no autonómica cuya asunción le
ostario vodada. No obstante, la dlspo.ición recurrida es suaooptiblo de
una lectura que resulta porfoctamente respetuosa con el Texto constitu­
cional. y que engarza con la necesaria interpretación conforme a
Constitución do todo el ordenamiento juridico.

Para interpretar lo. articulos recurridos es nocoaario iltender él
contenido dol art. 1 de la Ley, en el que, a guiaa de introducción, se
roaIiza una distinción conceptual entro «documento» y <GIIc1Ii.....: Este
último ténnino se define como «eonjunto or¡6nico de documentos».
Pues bien, 10. articulo. impugnado., 2, 3, 4, S r 6, definen y precisan los
documentos que forman parte del «p&trimomo documental», sin refe-
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rirsc para nada a los archivos destinados a Su custodia y protección, que
constituyen el objeto de otros titulos del texto legal. Aun cuando los
documentos sean siempre el contenido material de los archivos, es
posible distinguir entre el archivo y el documento. Un documento, e
incluso un conj'unto de ellos, puede formar parte del patrimonio
documental sin legar a constituir archivo por no implicar un conjunto
orgánico ni llegar a ser ubicado en un local con fines de custodia, gestión
y conservación. En conclusión, la regulación impugnada no afecta en
absoluto a la materia de archivos. Lo que se persigue es la protección de
los documentos precisamente no archivados: Se protegen en estos
artículos documentos, no archivos. Desde el momento en que los
documentos se integren en archivos de titularidad estatal cesan las
competencias de la Comunidad.

Si bien se hacen referencias en el título III a «archivos», debe tenerse
en cuenta lo previsto en el arto 13 de la Ley, Que lleva a cabo una
enumeración completa de los archivos sobre los que puede asumir
competencias la Comunidad: Archivos que son los afectados por las
disposiciones del título nI, que no pueden referirse a archivos de
titularidad -y, por ende, competencia- estatal.

Pasa a continuación el Presidente del Parlamento Andaluz a justifi­
car la asunción de competencias por parte de la Comunidad Autónoma

. sobre los documentos a que la Ley se refiere. Tal competencia derivarla
del análisis conjunto del art. 149.3 de la Constitución y. del arto 13, nÚms.
27 y 28, del Estatuto de Autonomia. Pues la regu!aetón del patrimonio
documental no aparece integrada en la relación de competencias
exclusivas del Estado que enumera la Constitución, mientras que si
puede considerarse comprendida en lo que el núm. 27 del arl 13 del
Estatuto define como patrimonio histórico de la Comunidad. Por otro
lado, el art. 13, núm. 28, del Estatuto confiere competencia exclusiva a
la Comunidad sobre «archivos que no sean de titularidad estata1», por
lo que cabe entender que lo que regula la ley en cuestión es el patrimonio
histórico andaluz, tanto en su vertiente de patrimonio documental,
cuanto en lo que atañe a materias de archivos, en los límites de su
competencia. En resumen, la ley distingue entre archivos y documentos.
los artículos impugnados se refieren a documentos que integran el
patrimonio histórico andaluz. sobre el que la Comunidad Autónoma
andaluza tiene competencias exclusivas. Ahora bien, en el momento en
que un conjunto de documentos devenga en archivo de titularidad
estatal, en cuanto conjunto orgánico, cesan las competencias de la
Comunidad. sin que se produzca colisión entre competencias autonómi­
cas y estatales.

En cuanto a la regulación contenida en los restantes títulos de la Ley,
efectivamente se refíere tanto a documentos de interés histórico para li:
Comunidad como a los archivos que pudieran custodiarlos. Ahora bien,
en todos -los casos. esa regulación se mantiene dentro de los límites
competenciales de la Comunidad Autónoma. Así, el art. 8 se refiere a
archivos de titularidad no estatal y a documentos que formen parte del
acervo histórico andaluz. y 10 mismo cabe señalar respecto al art. 14 Y
siguientes. Con respecto a estos últimos, hacen referencia a archivos
donde se custodian documentos integrantes del patrimonio documental,
pero .in especificar titularidad, y deben interpretane lógicamente en .1
sentido de que se trata de archivos de titularidad no estatal. Y en cuanto
a las obligaciones previstas en tales anículos que afectan a los titulares
de documentos y archivos, vienen amparadas por la competencia
exclusiva de que es titular la Comunidad.

Finalmente, y en relación con el tema de la alegada extraterritoriali­
dad de determinados preceptos del texto, destaca el representante del
Parlamento de Andalucía Que la Ley no trata de regular archivos de
titularidad no autonómicos, sino de proteger ciertos· documentos. Sin
embargo, desde el momento mismo en que aquellos documentos se
integrasen en archivos de competencia estatal, cesarían las facultades de
ordenación de la Comunidad Autónoma.

Por todo ello solicita del Tribunal dicte Sentencia por la que se
desestime el recurso de inconstitucionalidad interpuesto.

6. Con fecha 9 de mayo de 1984 fonnula .us alegaciones la
representación del Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía.

Comienza el representante de la Junta indicando que es necesario
distinguir entre documentos y archivos, tal como hace el articulo 1 de
la Ley impugnada. En cuanto a los documentos que fonnan parte del
patrimonio documental andaluz. la Comunidad Autónoma tiene compe­
tencias sobre los mismos, a salvo de las competencias del Estado. como
resulta de la interpretación con¡·unta del art. 13.27 del Estatuto de
Autonomía y el art. 149.1.28 de a Constitución. Por lo que respecta a
los archivos, la competencia de la Comunidad Autónoma no incluye a
los de titularidad estatal, como se deriva del arto 13.28 del Estatuto.

Ninguno de los preceptos impugnados hace referencia a archivos, de
titularidad pública o privada, del Estado o de otras Administraciones
Públicas. Tanto lo. arts. 2. 3 Y4 (ya que 10. arts. 5 Y6 son impugnado.
en cuanto se puedan aplicar a los documentos a que hacen referencia los
anteriores) afectan únicamente a documentos, no a archivos, dispo­
niendo que determinados documentos formen parte del patrimonio
documental andaluz. Por otra parte, el art. 13 de la Ley define los
archivos que son competencia de la Comunidad Autónoma, excluyén­
dose a los archivos de titularidad estatal.
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La demanda parece presumir que los documentos producidos por
entes estatales a que se refiere el arto 3. apartados a) y d), van a
encontrarse en archivos de titularidad estatal, presunción gratuita., ya
que tales documentos pueden encontrarse en archivos privados o no
estar archivados.

Dados los ténninos del arto 149.1.28 de la Constitución y del arto
13.27 Y 28 del Estatuto de Autonomía, la Comunidad Autónoma tiene
competencia en materia de archivos. de manera que. excluidos los de
titularidad estatal. todos los demás quedan dentro de la competencia de
la Comunidad Autónoma·de Andalucía, sin que pueda deducirse de la
Constitución que el Estado haya de definir qué archivos son competen­
cia de cada Comunidad Autónoma. El hecho de que el Estado no haya
enumerado cuáles son los archivos de que es titular no puede impedir
que la Comunidad Autónoma andaluza legisle sobre la materia en el
ámbito de su competencia, siempre que deje a salvo el ámbito
competencial estatal.

Pasa a continuación el representante· de la Junta de Andalucía a
examinar los diversos articulos impugnados. Con respecto al arto 3,
indica que regula documentos, no archivos, dejando a salvo la legis1a~

ción del Estado que pueda afectar a esta materia; sin que al respecto sea
necesario compaginar la normativa autonómica y la estatal. ante la
práctica inexistencia de esta última. En el caso de que los documentos
en cuestión se enCOntrasen en un archivo de titularidad estatal, éste
quedaría excluido de la competencia autonómica, en virtud del 3rt. 13
de la Ley.

Las disposiciones de la Ley no son aplicables a archivos de
titularidad estatal. El arto 8 excluye, en relación con los arts. 11 y 13, a
los archivos de titularidad estatal, lo que también es aplicable al arto 14
Y al art. 40; los arts. 15 y 16 se refieren a archivos de competencia de
la Comunidad Autónoma y contienen únicamente dec1araciones de
intención; las actuaciones previstas en el arto 18 han de operar en el
marco competencial de la Comunidad. La interpretación del arto 19 es
aplicable a documentos antes de que éstos se incluyan en archivos; el arto
20 ha de conectarse con la propiedad expropiatoria, en el marco de las
normas reguladoras de la materia, y el art. 24.2 se refiere a archivos de
competencia autonómica. Los arts. 25 Y 41 sólo son aplicables a los
documentos a los que se refieren los arts. 4 y S, Yno a los mencionados
en el 3rt. 3. El arto 26, en relación con el arto 28, remite a la legislación
estatal la regulación de la consulta de archivos de esa titularidad. El arto
34 no será aplicable, según una interpretación ló$ica, cuando los
documentos a que se refiere se hallen en archivos de tItularidad estatal.
En cuanto al 8ft. 39.. es un precepto base para una adecuada actuación
en materia de archivos, al regular la reproducción de documentos, y
establece sólo la obligación de nevar a cabo una simple notificación a la
Consejería de Cultura de los Convenios a estos efectos.

Por lo que atañe a la constitucionalidad de los arts. 2 f) Y 4 a), c) y
d), ni la Constitución ni el Estatuto de Autonomía reducen la competen·
cia de la Comunidad a los archivos «de interés» para ésta, sino que
establecen una reserva en favor del Estado de los de titularidad estatal
(art. 149.1.28 de la Constitución), quedando la competencia sobre los
demás atribuida a la Comunidad en virtud del arto 13.28 de su Estatuto.
La Ley impugnada no regula la actuación de una persona. fisica o
jurídica, sino unos archivos que están dentro de la Comunidad
Autónoma, cumpliéndose plenamente el principio de territorialidad del
art. 137 de la Constitución. La tesis de la demanda llevaría al
vaciamiento total de la competencia de la Comunidad Autónoma de
Andalucía en materia de archivos, al ser prácticamente imposible que
por la propia naturaleza de éstos exista alguno conectado con una sola
actividad y un solo ámbito territorial.

Finalmente, y por lo que afecta a la constitucionalidad de los arts. 4
y 5 de la Ley, el representante de la Junta de Andalucía sostiene que no
es necesario argumentar al respecto, dado que se iml?ugnan en cuanto se
puedan aplicar a algunos de los documentos contenIdos en los artículos
antes estudiados, por lo que, demostrada la constitucionalidad de los
mismos, carece de fundamento su impugnación.

Por todo lo cual suplica al Tribunal dicte Sentencia por la que
desestimando la demanda se declare la constitucionalidad de los
preceptos impugnados.

7. Por Auto de 4 de octubre de 1984, el Pleno de e.te Tribunal
acordó mantener la suspensión de la vigencia y aplicación de los
preceptos impugnados hasta que se dicte Sentencia.

8. Por providencia de 7 de junio de 1988, se señaló el día 8
siguiente para la deliberación y votación de esta Sentencia.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS
1: La inconstitucionaJidad de los artículos impu.'}nados de la Ley

andaluza 3/1984, de 9 de enero, de Archivos, se funda por la representa­
ción del Estado en dos motivos: 1) la Ley entra a regular una materia
-los archivos de titularidad estatal- que está excluida de la competencia
legislativa de la Comunidad Autónoma, vulnerándose así. en los arts. 2,
letra $), y 3. 1et..... a) y d), 10 di.puesto en el arto 149.1.28 de la
ConstItución y en el art. 13.28 del Estatuto de Autonomía de Andalucía,
y 2) la Ley contiene nonnas de alcance extraterritorial, en sus arts. 2,
Ietra 1), 4, letras a), e) y d). 5 Y 6, que infringen lo di,pue.to en el art.
137 de la Constitución y en el art. 41.1 del Estatuto de Autonomía de
Andalucía.
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2. Ea lo que atll4e al primer motivo, la razón sustancial que se
-.;me en el rocuno constsle en~J: la intq¡ración en el
petrimonio documental andaluz de . s documentos origina­
dos por entidades u orpnismos peI1eDeCÍeDtes a la Administración del
Eslado supone una aplicación dO! rqimen jurídico de la Ley andaluza
a los udlivos de utulariclad eslatal en que didlos documentos se
encuenlreD, con lo que la Comunidad Autónoma habria ejercido,
-'" a tales udlivos, una compelencia le¡islativa que no le
comsponde, ya que el art. 149.1.28 de la Constitución atribuye al Estado
competencia exclusiva solml museos, bibliotecas y udlivos de titulari­
dad eslatal, si bien~ la posibilidad de su sestión por las Comunida­
des AutóllODllll.

Para comprobar si se ha producido la aleaada ex1J'alimitaeión del
limbito compeleDcial propio de la Comunidad Autónoma de Andalucía,
ea necesario tener en cuenta que la Ley impuanada lleva a cabo dos
e>peraciones diversas: de un lado, prooede a delimitar el Patrimonio
Documental Andaluz como «parte integrante del Patrimonio Documen­
tal EspoAo1» (art. Il y a inc:luir dentro del milmo un col\iunto de
documentos (arls. 2 a 6); y, de otro, hace derivar una serie de
consecuencias jurldicu de tal inc:lusión.

3. Po< lo que se refiere a la inc:lusión de documentos en el
petrimonio documental andaluz, es de se6alar ante todo que dicha
operación se refiere siempre a documentos ~ no a udlivos. La propia
Ley, en sus artlcuIos 2 y 4, utiliza la exprosión «documentos recogidos
o DO en udliVOD, dil'eren<:iaDdo ambos conceptos, en lóBica relación
con la difi>renciacióD que entre ellos establece IDÚ extensamente el art.
l. Aporecen, pues, como intervenciones 1eIis1ativas distintas la califica­
ción de documentos (a que se diriIe el TItulO 1de la Ley) y la ordenación
de-archivos (objeto-del Título n), ambas encaminad" a «la organiza·
ción, protección y di1\Isión del Patrimonio Documental Andaluz»,
Iinalidad última de la Ley IICIÚD se~ en la Exposición de Motivos.

. El ar\. 13.27 del Estatuto de AutoDOmJa de Andalucia atribuye a la
Comunidad AutóDoma competencia exclusiva solml el "JI"trimonio
hiIt6rico, artIatico, monumental, arqueolótlico y cientlfico, SID peljuicio
de lo que dispone el núm. 28 del apartado 1 del ar\. 149 de la
ConstituciÓlllo. Aun cuando el caricter eoa:Iusivo de esta compelencia
...-;"a no impide el ejercicio de las que, con,arre¡lo alo dispuesto
en el uUculo 149, apartado 1, mIm. 28, y apartado 2 de la Constitución,
son tambiál propias Y exclusivas del Estado, DO perece discutible que en
la citada norma estatutaria ha de entenderse comPfCDdida la compelen­
da autoD6mica para definir el petrimonio documental de Andalucía, en
cuanto pule integrante de su petrimonio bistórico, osi como para
determiDar los documentos radicados en su territorio que constituyen
... jlatrimonio. .

SiIl _ expresamente aQuella competencia autonómica, la repre­
sentación del Eslado _ye que. siendo los documentos el objeto y el
contenido material de los udlivos, las decIaraci!lDCS lepIes. que definen
el patrimonio documental andaluz alcanzan a los documenios rec<l$idos
en los udlivos de titularidad -tal, COn la oblipda consecuenCIa de
que tales documentos se sl\ietaD tambiml al ,qimen. previsto en la Ley
autonómica, desconociá>dose uf la competencia 1eIis1ativa exclusiva
que la Constitución reconoce al Estado para establecer el réBimen
jurlclioo de sus JlIOP.ios udlivos. Eatramos con ello en el sesundo
upecto de la cuestióD, esto es, si las medidas jurídicas que la Ley
impupada dispone para los documentos que integran el patrimonio
documental andaluz suponen una indebida invasión por pule de la
Comunidad Autónoma de la estera. competencial correspondiente al
Estado. Como se afirma en la demandl. seriaD las consecuencias de la
calificación de documentos como pertenecientes al petrimonio histórico
audal~ y no la calificación misma, lo que vulneraria el reparto
constitucional de compelencias.

4. La Ley impusnada distin¡ue, en su·an. 1, como se ha indicado,
entre documentos y arcbivos- y, COD respecto a estos últimos, en su art.
13, excluye de la competencia exclusiva de la Comunidad en materia de
udlivos los que sean de titularidad estatal

Los Tltulos ID y IV de la Ley, al tratar de la protección del
patrimonio documental andaluz, del acoeso al mismo y de su difusión,
_blecen un conjunto de disposiciones referidas, en diversos términos,
a ese patrimonio documen1&ly a los archivos que lo conserven y
cnotodien. Si esas referencias lo fueran tambim. a los arohivos de
titularidad estatal, en el sentido de llevar a cabo reauIaciones reservadas
a la compelencia leoislativa del Estado, la Ley rebasarla los limites
compelenciales que Tos arts. 149.1.28 de la Constitución y 13.28 del
Estatuto de Autonomfa determinan en esla materia para la Comunidad
AUtóDoma. Por el contrmo, si las disposiciones de la Ley se entendieran
refioridu llnicamente a los udlivos de competencia de la Comunidad
Autónoma, no se babria _pesado, evidentemente, ese límite compe­
teDcial

Es cierto que en aJaunos de sus pre<;epIos los términos empleados por
la I:el' son solmlmanera,,-, y perecen m_ una voluntad de no
exclwr de sus mandatos DÍJlIWUl clase o tipo de arohivos. AsI, por
ejemplo, en la Ley se habla de udlivos «de uso p¡lblico, cualquiera que
_ su titularidad» (ar\. 12), de oarehiVOD sin 0_ especifiC8C1ones (art.
15.3) o de «documentos constitutivos del petrimonio documental
andaluz, _ o no ubicados en udlivos» (on. 15.1). Cabria por eUo
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bipo~enteinterpretar las disposiciones de la Ley como referidas a
todos aquellos udlivos, de titulariclad eslatal o no, que euatodiarau
documentos intearados en el petrimonio documental andaluz. No
obstante, desde una visión sistemática del texto lepI im~, tal
interpretación no es la IDÚ adecuada ni, desde lueao, la llnica _ble.
Por el contrario, la expresa exclusión de los udlivos de titulariclad
eslatal deia compelencia de la Comunidad Autónoma (art. 13), la
declaración de que la consulta y el acceso a tales udliVOl _tales
radicados en Andalucia _ someterlin a la lesiaJación que les _
aplicable y a los tm'minos de los Convenios que en su caso se suscriban»
(ar\. 28) Y la redueción de los «archivos de uso ¡nlblicooo a los de
com_cia autonómica (ar\. 11) conducen a una comprensión de los
preceptos de la Ley que contienen resulaciones sustantivas de los
archivos como reteridos ünicamente a aquellos que efectivamente _
"-io la dependencia de la Comunidad Autónoma, quedando Ibera del
limbito de la Ley los de titularidad estatal, incluso annque 6stos
custodien fondos que la Ley andaluza declara como peI1eDeCÍeDtes al
petrimonio documental andaluz. Tal resulta la interpretación mú
rszonable del texto, de forma que los archivos estén, en cada caso,
sqjetos a una resulación unitaria.

Es necesario advertir. DO obstante, que el ejercicio de esa competeD­
cia exclusiva de la Comunidad AutóDoma andaluza en materia de
archivos (radicados o 'ocalizAdos en su limbito territorial y de titularidad
no eslatal) debe adecuarse al limite mismo dimanllnte de la previsión del
on. 149.1.28 de la Constitución, relativo a la com\,*ncia exclusiva del
Estado en lo que ataile a la «defensa del petrimoDlO cuItunI, anlstico y
monumental espollol contra la exportación y la expolfaciÓlllo. Y ello por
la razón de que tales archivos, en la medida en que reúnen col\iuntos
or¡ánicos de documentos, son tambim. bienes intepan::flc:trimo­
nio histórico y cultural espallo!, quedando, por tanto, camente
sometidos a la _ limitación. De manera que la competencia
exclusiva de Andalucía, aun en relación con loa archivos que no sean de
titularidad estatal, lo es sin lJCI:iuicio de lo dispuesto en el ano 149.1.28
de la. Constitución. En coruecuencfa, interpretados de este modo, los
preceptos impu¡nados y los que de eUos truD consecuencia no incumm
en el vicio de inconstitucionalidad aducido por la demanda en lo que
concierne ala transpesión de los limites compelenciales establecidos en
el ar\. 149.1.28 de la Constitución y en el art. 13.28 del Estatuto de
Autonomía de Andalucfa. .

S, Por loJ:.,.hace al sesundo motivo del recurso, tampoco son
aceptables las 'ones 'lue se invocan para afirmar que los uUculos
imp~vulneran el pnncipio de territorialidad consqnodo en el art.
137 de la Constitución. No hay duda de que los pre<;epIos destinados a
la resulación del patrimonio documental andaluz iDcidirúl sobre el
rflimen de los udlivos o documentos situados en el territorio de la
Comunidad Aut6noma andaluza 'lue per\CDeZCau a entidades de alcance
superior al territorio de la Comunidad, pero tampoco es dudoso que esta
situación es el resultado de las disposiCIOnes eonstitucionales y estatuta­
rias. La Constitución sólo reserva a la competencia eslatallos -useos,
bibliotecas b"':":;os de titulariclad estatal» (art. 149.1.28) y, por lo
mismo, es p te aplicable a la Comunidad Autónoma de Andalu­
da la previsión del ar\. 149.3 de que «las materiu DO atribuidas
expresamente al Eslado por _ Constitución podrú corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos EstatutoD. Pues
bien, el ar\. 13.28 del Estatuto de Autonomia atribuye compelencia
exclusiva. como ya se indicó, a la Comunidad Autónoma en materia de
«arcbivos, museos, bibliotecas y demás colecciones de naturaleza
anál088 que DO sean de titularidad estata1». De la col\iUDción de las
normas constitucional y estatutaria no resulta en modo alpno' una
reserva en favor de la competencia estatal, excluyendo a la autonómica,
reterida a arohivos de titularidad no _tal que pertenezcan o se
integren en entidades de limbito territorial superior al de la Comunidad,
ni se especifica tampoco, como' parece indicar la demanda, que la
competencia de 6sta se extienda sólo a archivos de inter6s para la
Comunidad Autónoma. Por el contrario, resulta de la Constitución y del
Estatuto (en su ar\. 10) que el ámbito de la compelencia solml esla
materia no vieae definido por el criterio del interes, sino por el criterio
general de localización de los udlivos dentro del territorio de la
Comunidad.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE LA
NACION ESPAROLA,

Ha decidido:

Desestimar el presente rocuno.
Publlquese esta Sentencia en el dlo1etln Oficial del Estadooo.

Dado en Madrid, a ocho de junio de mil novecientos ochenta y
ocho.-F'lfDlado.-Francisco Tomlls y Valiente.-G1oria lICaui CaII­
tón.-Angel Latorre Squra.-Francisco Rubio Uorente.-Luis DIez Picazo
y Ponce de Le6n.-Fernando Oarcfa-Mon y Oodez5-CarlOS
de la Vep Benayas.-Eugenio Diaz Eimil-MiBtieI R ez..PiJlero y
Bravo-Ferrer.-J~ Lesuina Villa.-Luis López Guerra.- ubrlcados.


